
DECRETO 632/1968, 21 MARZO. APRUEBA EL TEXTO 

REFUNDIDO DE LA LEY 122/1962, DE 24 DE DICIEMBRE, 

SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL Y SEGURO EN LA 

CIRCULACION DE VEHICULOS A MOTOR 

TITULO PRIMERO Ordenación civil 
CAPITULO I DISPOSICIONES GENERALES 

Art. 1 

De la responsabilidad civil. 

1. El conductor de vehículos a motor es responsable, en virtud del riesgo creado por la conducción del mismo, de los 
daños causados a las personas o en los bienes con motivo de la circulación. 

En el caso de daños a las personas, de esta responsabilidad sólo quedará exonerado cuando pruebe que los daños 
fueron debidos únicamente a la conducta o la negligencia del perjudicado o a fuerza mayor extraña a la conducción 
o al funcionamiento del vehículo; no se considerarán casos de fuerza mayor los defectos del vehículo ni la rotura o 
fallo de alguna de sus piezas o mecanismos. 

En el caso de daños en los bienes, el conductor responderá frente a terceros cuando resulte civilmente responsable 
según lo establecido en los artículos 1.902 y siguientes del Código Civil, artículo 19 del Código Penal (actualmente 
art. 116 C.P. 1995), y lo dispuesto en esta Ley. 

Si concurrieren la negligencia del conductor y la del perjudicado se procederá a la equitativa moderación de la 
responsabilidad y al repartimiento en la cuantía de la indemnización, atendida la entidad respectiva de las culpas 
concurrentes. 

El propietario no conductor responderá de los daños a las personas y en los bienes ocasionados por el conductor 
cuanto esté vinculado con éste por alguna de las relaciones que regulan los artículos 1.903 del Código Civil y 22 del 
Código Penal (actualmente art. 122 C.P. 1995). Esta responsabilidad cesará cuando el mencionado propietario 
pruebe que empleó toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño. 

2. Los daños y perjuicios causados a las personas, comprensivos del valor de la pérdida sufrida y de la ganancia 
que hayan dejado de obtener, previstos, previsibles o que conocidamente se deriven del hecho generador, 
incluyendo los daños morales, se cuantificarán en todo caso con arreglo a los criterios y dentro de los límites 
indemnizatorios fijados en el anexo de la presente Ley. 

3. Las indemnizaciones pagadas con arreglo a lo dispuesto en el número 2 tendrán la consideración de 
indemnizaciones en la cuantía legalmente reconocida, a los efectos del artículo 9. uno.e) de la Ley 18/1991 , de 6 de 
junio, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (actualmente art. 7 d) de la Ley 40/1998 del 9 de 
diciembre del I.R.P.F.), en tanto sean abonadas por una entidad aseguradora como consecuencia de la 
responsabilidad civil de su asegurado. 

4. Reglamentariamente se definirán los conceptos de vehículos a motor y hecho de la circulación a los efectos de la 
presente Ley. En todo caso no se considerarán hechos de la circulación los derivados de la utilización del vehículo a 
motor como instrumento de la comisión de delitos dolosos contra las personas y los bienes. 

 
CAPITULO II DEL ASEGURAMIENTO OBLIGATORIO 
Sección 1.ª Del deber de suscripción del seguro obligatorio 

Art 2 
De la obligación de asegurarse. 



1. Todo propietario de vehículos a motor que tenga su estacionamiento habitual en España vendrá obligado a 
suscribir un contrato de seguro por cada vehículo de que sea titular que cubra, hasta la cuantía de los límites del 
aseguramiento obligatorio, la responsabilidad civil a que se refiere el artículo 1 anterior. No obstante, el propietario 
quedará relevado de tal obligación cuando el seguro sea concertado, por cualquier persona que tenga interés en el 
aseguramiento, quien deberá expresar el concepto en que contrata. 

Se entiende que el vehículo tiene su estacionamiento habitual en España: 

- Cuando ostenta matrícula española. 

- Cuando tratándose de un tipo de vehículo para el que no exista matrícula, pero éste lleve placa de seguro o signo 
distintivo análogo a la matrícula, España sea el Estado donde se ha expedido esta placa o signo. 

- Cuando tratándose de un tipo de vehículo para el que no exista matrícula, placa de seguro o signo distintivo, 
España sea el Estado del domicilio del usuario. 

2. Con el objeto de controlar el efectivo cumplimiento de la obligación a que se refiere el número precedente, las 
entidades aseguradoras remitirán al Ministerio de Economía y Hacienda, a través del Consorcio de Compensación 
de Seguros, la información sobre los contratos de seguro que sea necesaria para el ejercicio de dicho control con 
los requisitos, en la forma y con la periodicidad que se determine reglamentariamente. El Ministerio de Economía y 
Hacienda colaborará con el Ministerio de Justicia e Interior para el adecuado ejercicio de sus respectivas 
competencias en este ámbito. 

Quien, con arreglo al párrafo primero, haya suscrito el contrato de seguro deberá acreditar su vigencia al objeto de 
que las personas implicadas en un accidente de circulación puedan averiguar a la mayor brevedad posible las 
circunstancias relativas al contrato y a la entidad aseguradora, sin perjuicio de las medidas administrativas que se 
adopten al indicado fin. Todo ello en la forma que se determine reglamentariamente. 

Las autoridades aduaneras españolas serán competentes para comprobar la existencia y, en su caso, exigir a los 
vehículos extranjeros de países no miembros del Espacio Económico Europeo que no estén adheridos al Convenio 
multilateral de garantía y que pretendan acceder al territorio nacional la suscripción de un seguro obligatorio que 
reúna, al menos, las condiciones y garantías establecidas en la legislación española. En su defecto, deberán 
denegarles dicho acceso. 

3. Además, la póliza en que se formalice el contrato de seguro de responsabilidad civil de suscripción obligatoria 
podrá incluir, con carácter potestativo, las coberturas que libremente se pacten entre el tomador y la entidad 
aseguradora con arreglo a la legislación vigente. 

4. En todo lo no previsto expresamente en la presente Ley, el contrato de seguro de responsabilidad civil derivada 
de la circulación de vehículos de motor se regirá por la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro. 

Art 3. 

Incumplimiento de la obligación de asegurarse. 

El incumplimiento de la obligación de asegurarse determinará: 

a) La prohibición de circulación por territorio nacional de los vehículos no asegurados. 
 
b) El depósito del vehículo, con cargo a su propietario, mientras no sea concertado el seguro. 
Cualquier agente de la autoridad que en el ejercicio de sus funciones requiera la presentación del documento 
acreditativo de la existencia del seguro y no le sea exhibido, formulará la correspondiente denuncia a la autoridad 
competente que ordenará el inmediato precinto y depósito del vehículo si en el plazo de cinco días no se justifica 
ante la misma la existencia del seguro. 

En todo caso, la no presentación a requerimiento de los agentes de la documentación acreditativa del seguro será 
sancionada con 10.000 pesetas de multa. 



c) Sanción pecuniaria de 100.000 a 500.000 pesetas de multa graduada según que el vehículo circulase o no, la 
categoría del mismo, el servicio que preste, la gravedad del perjuicio causado, en su caso, la duración de la falta de 
aseguramiento y la reiteración de la misma infracción. 
Para sancionar la infracción será competente el Gobernador civil de la provincia en que sea cometida. A estos 
efectos, las competencias de ejercicio de la potestad sancionadora atribuidas a los Gobernadores civiles podrán ser 
desconcentradas mediante disposición dictada por el Ministro de Justicia e Interior. 

El procedimiento sancionador será el previsto en la Ley sobre el Tráfico, Circulación de vehículos a motor y 
Seguridad vial, en la forma que reglamentariamente se determine y se instruirá por la Jefatura Provincial de Tráfico 
correspondiente. 

El Ministerio de Justicia e Interior entregará al Consorcio de Compensación de Seguros el 50 por ciento del importe 
de las sanciones recaudadas al efecto, con el objeto de compensar parte de las indemnizaciones satisfechas por 
este último a las víctimas de la circulación en el cumplimiento de las funciones que legalmente tiene atribuidas. 

Sección 2ª Ambito del aseguramiento obligatorio 

Art 4. 
Ambito territorial y límites cuantitativos. 

1. El seguro de suscripción obligatoria previsto en esta Ley garantizará la cobertura de la responsabilidad civil en 
vehículos terrestres automóviles con estacionamiento habitual en España, mediante el pago de una sola prima, en 
todo el territorio del Espacio Económico Europeo y de los Estados adheridos al Convenio multilateral de garantía. 

2. El importe máximo de la cobertura del aseguramiento obligatorio alcanzará en los daños a las personas y en los 
bienes los límites que reglamentariamente se determinen. En los daños a las personas el importe se fijará por 
víctima y para los daños en los bienes se fijará por siniestro. 

Para fijar la cuantía de la indemnización con cargo al seguro de suscripción obligatoria en los daños causados a las 
personas, el importe de los mismos se determinará con arreglo a lo dispuesto en el número 2 del artículo 1. Si la 
cuantía así fijada resultare superior al importe máximo de la cobertura del aseguramiento obligatorio, se satisfará, 
con cargo al citado seguro obligatorio, dicho importe máximo, quedando el resto hasta el montante total de la 
indemnización a cargo del seguro voluntario o del responsable del siniestro, según proceda. 

3. Cuando el siniestro sea ocasionado en un Estado adherido al Convenio multilateral de garantía distinto de 
España, por un vehículo que tenga su estacionamiento habitual en España, se aplicarán los límites de cobertura 
fijados por el Estado miembro en el que tenga lugar el siniestro. No obstante, si el siniestro se produce en un Estado 
miembro del Espacio Económico Europeo, se aplicarán los límites de cobertura previstos en el número 2 
precedente, siempre que éstos sean superiores a los establecidos en el Estado donde se haya producido el 
siniestro. 

Art 5. 
 
Ambito material y exclusiones. 

1. La cobertura del seguro de suscripción obligatoria no alcanzará a los daños ocasionados a la persona del 
conductor del vehículo asegurado. 

2. La cobertura del seguro de suscripción obligatoria tampoco alcanzará a los daños en los bienes sufridos por el 
vehículo asegurado, por las cosas en él transportadas, ni por los bienes de los que resulten titulares el tomador, 
asegurado, propietario, conductor, así como los del cónyuge o los parientes hasta el tercer grado de consanguinidad 
o afinidad de los anteriores. 

3. Quedan también excluidos de la cobertura de los daños personales y materiales por el seguro de suscripción 
obligatoria quienes sufrieran daños con motivo de la circulación del vehículo causante, si hubiera sido robado. A los 
efectos de esta Ley se entiende por robo la conducta tipificada como tal en el Código Penal. En los supuestos de 
robo será de aplicación lo dispuesto en el artículo 8.1, c). 



4. El asegurador no podrá oponer frente al perjudicado ninguna otra exclusión, pactada o no, de la cobertura. En 
particular, no podrá hacerlo respecto de aquellas cláusulas contractuales que excluyan de la cobertura la utilización 
o conducción del vehículo designado en la póliza por quienes carezcan de permiso de conducir, incumplan las 
obligaciones legales de orden técnico relativas al estado de seguridad del vehículo o, fuera de los supuestos de 
robo, utilicen ilegítimamente vehículos de motor ajenos o no estén autorizados expresa o tácitamente por su 
propietario. 

CAPITULO III SATISFACCION DE LA INDEMNIZACION EN EL AMBITO DEL SEGURO OBLIGATORIO 

Art 6 
Obligaciones del asegurador. 

El asegurador, dentro del ámbito del aseguramiento obligatorio y con cargo al seguro de suscripción obligatoria 
habrá de satisfacer al perjudicado el importe de los daños sufridos en su persona y en sus bienes, el cual, o sus 
herederos, tendrá acción directa para exigirlo. Unicamente quedará exonerado de esta obligación si prueba que el 
hecho no da lugar a la exigencia de responsabilidad civil conforme al artículo 1 de la presente Ley. 

Prescribe por el transcurso de un año la acción directa para exigir al asegurador la satisfacción al perjudicado del 
importe de los daños sufridos por el perjudicado en su persona y en sus bienes. 

En todo caso, el asegurador deberá, hasta el límite cuantitativo del aseguramiento obligatorio, afianzar las 
responsabilidades civiles y abonar las pensiones que por la autoridad judicial fueren exigidas a los presuntos 
responsables asegurados, de acuerdo con lo establecido en el párrafo segundo de la regla quinta del artículo 784 y 
en la letra d) de la regla octava del artículo 785 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Art 6.bis 

Declaración amistosa de accidente. 

Con objeto de agilizar las indemnizaciones en el ámbito de los daños materiales originados con ocasión del uso y 
circulación de vehículos a motor, el asegurador facilitará ejemplares de la denominada «declaración amistosa de 
accidente» que deberá utilizar el conductor para la declaración de los siniestros a su aseguradora. 

Art 7. 
 
Facultad de repetición. 

El asegurador, una vez efectuado el pago de la indemnización, podrá repetir: 

a) Contra el conductor, el propietario del vehículo causante y el asegurado, si el daño causado fuere debido a la 
conducta dolosa de cualquiera de ellos, o a la conducción bajo la influencia de bebidas alcohólicas o de drogas 
tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas. 

b) Contra el tercero responsable de los daños. 

c) Contra el tomador del seguro o asegurado por causas derivadas del contrato de seguro. 

d) En cualquier otro supuesto en que también pudiera proceder tal repetición con arreglo a las leyes. 

La acción de repetición del asegurador prescribe por el transcurso del plazo de un año, contado a partir de la fecha 
en que hizo el pago al perjudicado. 

Art 8. 

Funciones del Consorcio de Compensación de Seguros. 



1. Corresponde al Consorcio de Compensación de Seguros, dentro del ámbito territorial y hasta el límite cuantitativo 
del aseguramiento obligatorio: 

a) Indemnizar a quienes hubieran sufrido daños en sus personas, por siniestros ocurridos en España, en aquellos 
casos en que el vehículo causante sea desconocido. 

b) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes ocasionados con un vehículo que tenga su estacionamiento 
habitual en España cuando dicho vehículo no esté asegurado. 

c) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes producidos por un vehículo con estacionamiento habitual en 
España que, estando asegurado, haya sido robado. 

d) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes cuando en supuestos incluidos dentro del ámbito del 
aseguramiento obligatorio o en las letras precedentes de este artículo, surgiera controversia entre el Consorcio de 
Compensación de Seguros y la entidad aseguradora acerca de quién debe indemnizar al perjudicado. No obstante 
lo anterior, si ulteriormente se resuelve o acuerda que corresponde indemnizar a la entidad aseguradora, ésta 
reembolsará al Consorcio de Compensación de Seguros la cantidad indemnizada más los intereses legales, 
incrementados en un 25 por 100 de la misma, desde la fecha en que abonó la indemnización. 

e) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes cuando la entidad española aseguradora del vehículo con 
estacionamiento habitual en España hubiera sido declarada en quiebra, suspensión de pagos o, habiendo sido 
disuelta y encontrándose en situación de insolvencia, estuviese sujeta a un procedimiento de liquidación intervenida 
o ésta hubiera sido asumida por la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras. 

En los supuestos previstos en las letras b) y c) quedarán excluidos de la indemnización por el Consorcio los daños a 
las personas y en los bienes sufridos por quienes ocuparen voluntariamente el vehículo causante del siniestro, 
conociendo que el mismo no estaba asegurado o que había sido robado, siempre que el Consorcio probase que 
aquéllos conocían tales circunstancias. Además, en los casos contemplados en dichas letras b) y c) el Consorcio 
aplicará al perjudicado, en el supuesto de daños en los bienes, la franquicia que reglamentariamente se determine. 

2. El perjudicado tendrá acción directa contra el Consorcio de Compensación de Seguros en los casos señalados en 
este artículo, y éste podrá repetir en los supuestos definidos en el artículo 7, así como contra el propietario y el 
responsable del accidente cuando se trate de vehículo no asegurado, o contra los autores, cómplices o encubridores 
del robo del vehículo causante del siniestro, así como contra el responsable del accidente que conoció de la 
sustracción del mismo. 

3. El Consorcio no podrá condicionar el pago de la indemnización a la prueba por parte del perjudicado de que la 
persona responsable no puede pagar o se niega a hacerlo. 

CAPITULO UNICO DE LAS DILIGENCIAS PREPARATORIAS Y EL EJERCICIO JUDICIAL DE LA ACCION 
EJECUTIVA 

Art 9. 
 
Procedimiento. 
La acción conferida en el artículo 4º a la víctima o a sus herederos contra el asegurador se ejercitará en la forma 
establecida en este título.  

Art 10. 

Diligencias en el proceso penal preparatorias de la ejecución. 

Cuando en un proceso penal, incoado por hecho cubierto por el Seguro Obligatorio de Responsabilidad Civil 
derivada del uso y circulación de vehículos, de motor, se declare la rebeldía del acusado, o recayere sentencia 
absolutoria u otra resolución que le ponga fin, provisional o definitivamente, sin declaración de responsabilidad, si el 
perjudicado no hubiere renunciado a la acción civil ni la hubiere reservado para ejercitarla separadamente antes de 
acordar el archivo de la causa, el Juez o Tribunal que hubiere conocido de la misma, dictará auto, en el que se 
determinará la cantidad líquida máxima que puede reclamarse como indemnización de los daños y perjuicios 



sufridos por cada perjudicado amparados por dicho seguro obligatorio. El auto referido contendrá la descripción del 
hecho y la indicación de las personas y vehículos que intervinieron y de los aseguradores de cada uno de éstos. 

Si no pudiese señalarse la cuantía de la indemnización por falta de elementos probatorios o porque los existentes se 
hubieran emitido sin posibilidad de intervención de los interesados, el auto mencionado en el párrafo anterior sólo se 
retrasará por el tiempo imprescindible para que con audiencia e intervención de los perjudicados y de los 
aseguradores se lleven a cabo las comprobaciones que se estimen necesarias, de oficio o a petición de parte. 

El auto a que se refieren los párrafos anteriores no será recurrible. 

Art 11. 

Diligencias preparatorias en vía civil. 

Ocurrido un hecho de los que dan lugar a responsabilidad civil cubierta por el seguro obligatorio cuando el mismo no 
haya sido objeto de proceso penal, o se hubiese reservado en él la acción civil, el perjudicado, para reclamar al 
asegurador la reparación del daño e indemnización de perjuicios en vía civil, deberá hacer ante el Juez municipal, 
comarcal o de paz, o ante Notario del lugar del hecho o de su domicilio, residencia o paradero, una declaración 
sobre las circunstancias de aquél, identificando las personas lesionadas, los objetos dañados, el vehículo y 
Conductor que han intervenido en la producción del hecho y especificación del asegurador.  

Art 12. 

Reclamación al asegurador. 

Una certificación de la declaración o copia autorizada de la misma, acompañada de la valoración de los daños, 
emitida por un Perito, será presentada al asegurador, quien, en plazo de ocho días, con facultad de intervención del 
suyo, abonará la cantidad que ambos Peritos fijen de común acuerdo. 

De no mediar acuerdo se procederá según lo dispuesto en el párrafo sexto del artículo 38 de la Ley de Contrato de 
Seguro. 

Art 13. 

DEROGADO 

Art 14. 

Obligación de pago. 

El asegurador o el Consorcio de Compensación de Seguros en su caso, vendrá obligado a satisfacer la 
indemnización fijada por los Peritos hasta el límite del seguro obligatorio dentro de los diez días siguientes a su 
fijación. 

Art 15. 

Títulos ejecutivos. 

Un testimonio del auto recaído en las diligencias a que se refiere el artículo 10, constituirá título ejecutivo suficiente 
para entablar el procedimiento regulado en el presente capítulo. El perjudicado que hubiere obtenido dicho título no 
podrá prescindir de él y acudir en sustitución a las diligencias preparatorias de los artículos 11 y siguientes, salvo en 
los casos que expresamente se señalan en dicho artículo 11. 

El dictamen fundado de los Peritos, obtenidos en las diligencias preparatorias a que se refieren los artículos 11 y 
siguientes, será igualmente título ejecutivo, previa ratificación bajo juramento ante el Juez al que corresponda 
despachar la ejecución. 



Art 16 

Límite cuantitativo. 

Para que la reclamación al asegurador pueda hacerse en juicio ejecutivo habrán de cumplirse los requisitos 
establecidos en el artículo 1.435 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Si la cantidad liquida señalada en el título fuese inferior a la exigida en el artículo 1.435 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil (actualmente art. 520 de la LEC 2000), la reclamación habrá de formularse en juicio verbal ante el órgano 
jurisdiccional competente. 

Art 19. 

Gastos de la tasación pericial. 

Se incluirán en la tasación de costas los gastos que se originen en la formación del título por diligencias 
preparatorias en el proceso penal. 

Los gastos que ocasione la tasación pericial obtenida en la vía civil, conforme a tarifas oficiales previamente 
aprobadas por Orden ministerial, serán incluidos en la tasación de costas, a no ser que hubiere estimación excesiva 
de los daños y perjuicios por parte del perjudicado, en cuyo caso serán de su cuenta. Se considerará que existe tal 
exceso cuando lo reclamado sobrepase en un 25 por 100 la cifra que se fije por acuerdo de los Peritos o por la 
peritación dirimente. 

  

DISPOSICION ADICIONAL UNICA 

Mora del asegurador. 

Si el asegurador incurriese en mora en el cumplimiento de la prestación en el seguro de responsabilidad civil para la 
cobertura de los daños y perjuicios causados a las personas o en los bienes con motivo de la circulación, la 
indemnización de daños y perjuicios debidos por el asegurador se regirá por lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley 
de Contrato de Seguro, con las siguientes peculiaridades: 

1.º No se impondrán intereses por mora cuando las indemnizaciones fuesen satisfechas o consignadas ante el 
Juzgado competente en primera instancia para conocer del proceso que se derivase del siniestro, dentro de los tres 
meses siguientes a su producción. La consignación podrá hacerse en dinero efectivo, mediante aval solidario de 
duración indefinida y pagadero a primer requerimiento emitido por entidad de crédito o sociedad de garantía 
recíproca o por cualquier otro medio que, a juicio del tribunal, garantice la inmediata disponibilidad, en su caso, de la 
cantidad consignada. 

2.º Cuando los daños causados a las personas hubiesen de sufrirse por éstas durante más de tres meses o su 
exacta valoración no pudiera ser determinada a efectos de la consignación, el tribunal, a la vista de las 
circunstancias del caso y de los dictámenes e informes que precise, resolverá sobre la suficiencia o ampliación de la 
cantidad consignada por el asegurador, atendiendo a los criterios y dentro de los límites indemnizatorios fijados en 
el anexo de la presente Ley. Contra la resolución judicial que recaiga no cabrá recurso alguno. 

3.º Cuando, con posterioridad a una sentencia absolutoria o a otra resolución judicial que ponga fin, provisional o 
definitivamente, a un proceso penal y en la que se haya acordado que la suma consignada sea devuelta al 
asegurador o la consignación realizada en otra forma quede sin efecto, se inicie proceso civil en razón de la 
indemnización debida por el seguro, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 20.4 de la Ley de Contrato de 
Seguro, salvo que nuevamente se consigne la indemnización dentro de los diez días siguientes a la notificación al 
asegurado del inicio del proceso. 

DISPOSICION FINAL UNICA 



Habilitación reglamentaria. 

1. Se habilita al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de la 
presente Ley. 

2. En lo no previsto en la presente Ley y en el Reglamento que se dicte para su desarrollo el contrato de seguro 
para responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos a motor se regirá por la Ley 50/1980, de 8 de 
octubre, de Contrato de Seguro. 

Disposición Final introducida por Ley 40/1998, 9 diciembre («B.O.E.» 10 diciembre), del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y otras Normas Tributarias. 

 


